Gibraltar se ha convertido en una anomalía que España no puede tolerar. Lo deja claro el caso de las licencias de exportación de un tesoro extraído por Odyssey Marine Exploration, expedidas por la colonia los días 10 de abril y 14 de mayo, y publicadas el lunes por LA GACETA. Hay en ellas al menos tres hechos sorprendentes: la carga eran monedas españolas (escudos y reales), pero Gibraltar no puso el hecho en conocimiento de España; Odyssey no pagó impuestos y, por último, mintió en el valor de la carga: 3,99 millones de dólares declarados que, al bajar del avión, se habían convertido en 500.

 ¿Un solo caso o más bien uno entre muchos? Los cazatesoros realizaron una acción ilegal —aparte de que lo fuera la extracción del tesoro— que ha sido encubierta por las autoridades del Reino Unido. El gobierno español parece aceptar la teoría de que Gibraltar es el único responsable de su aduana, como si fuera un país soberano. Pero la aduana de Gibraltar sólo está exenta del Acuerdo de Schengen sobre movimiento de personas. Y que la colonia no es soberana ha quedado claro al ser el Reino Unido quien entregó a España las licencias de exportación: el gobierno de Caruana sigue guardando silencio. Se pretende hacer de la colonia un paraíso del juego, pero España debería exigir al Reino Unido garantías de que la Roca no es un coladero de delitos fiscales. Si es preciso, denunciando este y otros casos ante el Tribunal Europeo de Estrasburgo.

